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SUPUESTO PRÁCTICO N.-8 

El Gobierno de la Generalitat de Cataluña presentó recurso de 

inconstitucionalidad contra el art. 59.1 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de 

medidas fiscales, administrativas y del orden social, que dio nueva redacción al primer 

párrafo del apartado 1 y al párrafo final del apartado 4 del art. 54 de la Ley 39/1988, de 

28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales. Esta nueva redacción atribuyó al 

Estado la competencia para autorizar operaciones de crédito a largo plazo de los entes 

locales que se concierten con entidades financieras residentes fuera de España o si, aun 

residiendo en España, se realizan en moneda distinta de la nacional o equivalente; así 

como para autorizar los denominados «escenarios de consolidación presupuestaria». 

 

Señala la Generalitat de Cataluña que comparte la necesidad de que estas 

operaciones precisen de autorización, pero reclama para sí la competencia para 

otorgarlas, en atención a que el art. 48.1 de su Estatuto de Autonomía de 1979 (y 

actualmente el art. 218.5 del Estatuto de Autonomía de Cataluña: EAC 2006) le atribuye 

la tutela financiera sobre los entes locales. 

 

Por el contrario, el Abogado del Estado considera que el endeudamiento de las 

entidades locales atañe no sólo a la competencia autonómica sobre régimen local sino 

también a otros títulos competenciales, no menos importantes, atribuidos al Estado, que 

suponen la atribución al Estado de competencias normativas y ejecutivas en relación 

con el endeudamiento de las entidades locales. 

 
 

Valore la viabilidad jurídica del recurso de inconstitucionalidad presentado por la 

Generalitat de Cataluña 

Lectura recomendada: 

- STC 120/2012, de 5 de junio 

 

 

SOLUCIÓN 

Razona el Tribunal Constitucional en la STC 120/2012 (FJ 7)  que el 
apartado 1 del art. 54 LHL circunscribe la autorización autonómica sobre las 
nuevas operaciones de crédito a largo plazo, la concesión de avales y la sustitución 
de operaciones de crédito concertadas con anterioridad por parte de las entidades 
locales, sus organismos autónomos y sociedades mercantiles de capital 
íntegramente local, cuando de los estados financieros que reflejen la liquidación de 
los presupuestos, los resultados corrientes y los resultados de la actividad ordinaria 
del último ejercicio, se deduzca un ahorro neto negativo, al caso en que tales 
operaciones sean realizadas con entidades financieras residentes en España en 
moneda nacional o equivalente, correspondiendo en todos los demás dicha 
autorización al Ministerio de Hacienda. 
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Dicha acotación de la competencia autonómica se produce igualmente, de 
modo implícito, respecto de las operaciones de crédito a largo plazo de cualquier 
naturaleza, incluido el riesgo deducido de los avales, cuando el volumen total de 
capital vivo de las operaciones de crédito vigentes a corto y largo plazo exceda del 
110 por 100 de los ingresos corrientes liquidados o devengados en el ejercicio 
inmediatamente anterior o, en su defecto, en el precedente a este último cuando el 
cómputo haya de realizarse en el primer semestre del año y no se haya liquidado el 
presupuesto correspondiente a aquél, según las cifras deducidas de los estados 
contables consolidados que integran los presupuestos generales de la corporación. 
En efecto, el apartado 2 del art. 54 LHL, que recoge este otro tipo de operaciones 
de crédito local, establece que las mismas precisarán «de autorización de los 
órganos citados en el apartado 1 anterior», lo que conduce  a suponer que dicha 
autorización se produce en los mismos términos previstos en dicho apartado 1.  
 

Entiende el Tribunal Constitucional que la referencia que a través del art. 
54.1 LHL se hace a las «operaciones realizadas con entidades financieras 
residentes en España en moneda nacional o equivalente», como las únicas que 
pueden ser autorizadas por las Comunidades Autónomas con competencia sobre la 
materia, guarda directa correspondencia, en lo que a su primer extremo se refiere 
(operaciones realizadas con entidades financieras residentes en España), a 
contrario sensu, con aquellas «que se formalicen en el exterior o con entidades 
financieras no residentes en España» a las que se refiere el art. 54.5 a) LHL y que 
deben ser autorizadas por el Ministerio de Hacienda. Así pues, lejos de tratarse, 
como apunta el Gobierno de la Generalitat, de una superflua doble autorización 
estatal sobre el mismo objeto, la mención introducida por el inciso impugnado ha 
de ser entendida sin dificultad como una reiteración del tipo de operaciones de 
endeudamiento local ya contempladas en el mencionado art. 54.5 a) LHL, 
reservadas a la autorización de dicho Ministerio y cuya adecuación al orden 
competencial no discute la Generalitat de Cataluña. Pues, las mismas trascienden 
al ámbito local en el sentido de lo ya afirmado en la STC 57/1983, con 
independencia, por tanto, del estado financiero de las entidades locales, los 
organismos autónomos o las sociedades mercantiles de capital íntegramente local 
sujetas a aquélla. 
 

Otro tanto afirma el Tribunal Constitucional  en relación con la referencia 
que hace el art. 54.1 LHL a la autorización, por parte de las Comunidades 
Autónomas, únicamente de aquellas operaciones de crédito local concertadas «en 
moneda nacional o equivalente» y que supone la exclusión de la competencia 
autonómica sobre cualesquiera otras concertadas en moneda distinta al euro (o, en 
su momento, a la peseta), sea cual sea la residencia de la entidad de crédito 
concernida. Pues bien, aunque esta otra acotación de la competencia autonómica 
ha de entenderse introducida ex novo tras la reforma introducida en el art. 54 
LHL por la Ley 50/1998, la misma ha de considerarse coherente con el reparto de 
competencias que se deriva de los arts. 149.1.11 y 13 CE, y 218.5 EAC 2006, en el 
sentido indicado por las SSTC 56/1983 y 57/1983. La elección de una divisa distinta 
al euro en el concierto de operaciones de crédito local, en cuanto que aquélla se 
encuentra sujeta a las fluctuaciones del mercado de control de cambios,  



 

Esta obra se publica bajo una licencia de Creative Commons Reconocimiento-NoComercial-
CompartirIgual 3.0 España. 

 

 
 

puede alterar considerablemente el importe final del capital de las operaciones 
proyectadas, siendo por tanto susceptible de afectar no sólo a la propia solvencia 
de la entidad local de que se trate, sino también, en aquellos supuestos en los que 
operaciones de esta naturaleza puedan revestir un carácter generalizado por 
razones de coyuntura financiera, al conjunto de la política crediticia o al equilibrio 
económico general cuya determinación y salvaguarda corresponde al Estado. En 
consecuencia, resulta legítimo que el Estado, en el marco de sus competencias 
sobre la materia, pueda optar por establecer de manera general, como se 
desprende del referido inciso del art. 54.1 LHL, la autorización del Ministerio de 
Hacienda para este concreto tipo de operaciones. 
 

Igualmente aprecia el carácter materialmente básico del inciso impugnado 
del art. 54.4 LHL, que se limita a atribuir al Ministerio de Economía y Hacienda 
(actualmente al de Hacienda) la autorización —previo informe, en su caso, de la 
Comunidad Autónoma— de los escenarios de consolidación presupuestaria que 
contengan alguna de las operaciones de crédito local previstas en el art. 54.5 LHL. 
Estas operaciones —a formalizar con el exterior, o instrumentadas mediante 
emisiones de deuda o cualquier otra forma de apelación al crédito público— se 
encontraban ya reservadas de manera general al Estado por el art. 54 LHL desde 
su redacción inicial (apartado 1), habiéndose introducido algunas especificaciones 
tras la nueva redacción del precepto por la Ley 50/1998 (como la intrascendencia 
de la divisa que sirva de determinación del capital de la operaciones formalizadas 
en el exterior y la inclusión dentro de tales operaciones de las cesiones a entidades 
financieras no residentes de las participaciones que ostenten entidades residentes 
en créditos otorgados a las entidades locales, organismos autónomos y sociedades 
mercantiles de capital íntegramente local) que en nada desvirtúan el objeto 
original de la autorización estatal.  
 

En definitiva, el Tribunal Constitucional declara la sujeción al orden 
constitucional y estatutario de competencias existente entre el Estado y la 
Comunidad Autónoma de Cataluña de los preceptos concretamente impugnados y 
rechaza el recurso de inconstitucionalidad presentado por la Generalitat de 
Cataluña. 

 


